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                                 EL DERECHO SINDICAL Y LA ACCIÓN JUDICIAL

                                                                                           ALICIA GRACIELA ULLA DE TORRESAN

STJ DE LA PCIA. DE SANTIAGO DEL ESTERO
Resol. Serie "B" Nº 550

Autos: "Ibañez Marta y Otro c/ Asociación de Trabajadores de la Sanidad (ATSA) Suc. Sgo. del Estero s/ Acción de Amparo - Apelación"- Expte. Nº 15.406 - Año 2004  

6-12-2005 

AMPARO SINDICAL-CONFLICTOS SUSCITADOS POR ELECCIONES SINDICALES

“...la Ley de Asociaciones Sindicales Nº 23.551.... implementa una vía autónoma y especial ante los tribunales laborales, la que se ha denominado doctrinaria y jurisprudencialmente como "amparo sindical". Que, conforme a dicho régimen legal y en especial a las disposiciones establecidas en los artículos 47 y 63, el mismo tiende a tutelar y garantizar el pleno ejercicio de los derechos de la libertad sindical del que gozan los trabajadores, conforme al procedimiento sumarísimo previsto por el Código de Procedimiento Civil y Comercial de la Nación y los respectivos códigos procesales civiles provinciales. Entre esos derechos, se encuentran el de elegir libremente a sus dirigentes y representantes sindicales, y el de postularse para ocupar cargos o funciones de ésta índole en los comicios respectivos, y por lo tanto el régimen electoral forma parte de la reglamentación de toda asociación sindical, resultando competente en la materia la justicia laboral. Siendo ello así, la aplicación de la Ley Nº 23.551 no contraría de manera alguna lo dispuesto por la Ley 6.296 para la tramitación del amparo, sino que solamente brinda una tutela especial atento la naturaleza de su objeto, esto es, los conflictos suscitados con motivo de elecciones sindicales; tal congruencia normativa surge del mismo artículo 63 inc. 2º de la Ley 23.551, por lo que de modo alguno puede enervar al amparista su aplicación ni considerar a la misma como un "erróneo enfoque jurídico" por parte del Tribunal sentenciante”.-

Autos: “Diaz Roberto A. c/ Massalinn Particulares S.A. y/o Responsable s/ Horas Extras Impagas, etc. – Recurso Extraordinario” - Expte. Nº 711 – Año 2003. Resol. Serie “B” Nº 65.

19-03-2007

COMUNICACIÓN DE LA DESIGNACIÓN (Art. 41 inc. a LAS)-IMPUGNACIÓN

“...el sentenciante eximió al actor de acreditar que su designación fue llevada a cabo conforme lo exigido por el art. 41 inc a) de la ley 23.551 no puede prosperar. Acreditada la comunicación de tal designación al empleador -cuestión eminentemente fáctica (véase dictamen del procurador de fs. 60 vta.), la que por otro lado no requiere mas que la forma escrita (art. 49)-, este debió haber impugnado la misma argumentando, como en el caso en estudio, que tal investidura no reunía los requisitos de ley- elección directa por el voto de los afiliados o delegados congresales- o que al menos no le constaba la concurrencia de los mismos, extremo que no surge de las constancias de autos. “La jurisprudencia predominante se ha expedido en el sentido que si el empleador al tomar conocimiento de la designación del delegado o representante, no formulara en forma inmediata la impugnación correspondiente, consintiendo el ejercicio de funciones representativas por el trabajador designado, no puede posteriormente, cuando se ha producido la ruptura de la vinculación laboral, alegar ese vicio o deficiencia formal para justificar un desconocimiento de la estabilidad gremial del trabajador”(Néstor Corte - El modelo sindical argentino - Edit. Rubinzal Culzoni - Ed. 1994 - pág 470. Ver comentario 400 a pie de página 470). En consecuencia, no procede el agravio vertido por el demandado en lo que a la validez del acto de designación del trabajador respecta, por lo que el cumplimiento del recaudo del art. 41 inc. a) se tiene por  acreditado”.

Autos: “Diaz Roberto A. c/ Massalinn Particulares S.A. y/o Responsable s/ Horas Extras Impagas, etc. – Recurso Extraordinario” -Expte. Nº 711 – Año 2003. Resol. Serie “B” Nº 65.

19-03-2007

CESACIÓN DE ACTIVIDADES DE ESTABLECIMIENTO (Art. 51 LAS)

“....corresponde analizar el cuestionamiento del demandado sobre la inteligencia conferida por el a-quo al art. 51 de la ley 23.551, el que establece claramente los supuestos en los que no podrá invocarse la estabilidad en el empleo –tutela sindical- prevista en el art.48 última parte del mismo cuerpo legal. Entre ellos, expresamente contempla la cesación de las actividades del establecimiento, tal como el caso de autos, lo que por otro lado no fue controvertido. Tanto la doctrina cuanto la jurisprudencia han sido contestes en afirmar que  cuando las medidas adoptadas por el empleador “se adoptan con carácter general, vale decir que comprenden a todo el personal del establecimiento, la tutela sindical no es oponible a ellas; el cierre implica la desaparición –temporaria o definitiva-de la unidad de representación que constituye la razón de ser del cargo del delegado o miembro de comisión interna, en cuyo caso mantener la estabilidad en el vínculo significaría una ficción ajena al fundamento mismo de la tutela sindical, que consiste en proteger el ejercicio de la función representativa sindical, que en estos supuestos se torna materialmente imposible” (El Modelo Sindical Argentino - Néstor Corte-pág. 476 - Edit. Rubinzal - Culzoni-Ed. 1994). Ahora bien, Jorge Rodríguez Manzini (“Despido en caso de Estabilidad gremial” - pág. 203), sostiene que “son indiscutiblemente cuestiones de hecho y prueba determinar si efectivamente se ha producido el cierre del establecimiento…, ya que el encuadre del caso debe responder a una autentica situación objetiva y no a maniobras tendientes a desarticular la representación sindical…”.  Por su lado Guillermo López (Néstor Corte - Ob. cit.- pág 476), insiste en que “…en la práctica internacional suelen utilizarse estos medios a través de transferencias ficticias del establecimiento, el cierre y posterior subcontratación de los mismos trabajadores,…o bien el cierre y posterior reapertura del mismo establecimiento bajo otro nombre social[…]Creemos aplicable lo sostenido por el autor precitado en el sentido que aún en caso de cierre o cese general de actividades podrán hacerse valer los derechos inherentes a la tutela cuando de las circunstancias del caso surja que el empleador ha obrado con mala fé, abuso de derecho…apartándose de la prosecución de los fines de la empresa y de las exigencias de la producción…para burlar las garantías legales de la estabilidad sindical” (Néstor Corte - Ob. cit. Pág 477). De la lectura de la resolución materia de casación surge que el fundamento dado por el a-quo al admitir el rubro Haberes caídos por período de estabilidad gremial es la continuidad de la actividad de la empresa en esta plaza desde otros establecimientos (vg. Provincia de Tucumán) considerando que debió haber reubicado el actor en alguno de ellos, atento que “no se acredita en autos, que el trabajo, categoría o especialidad laboral del actor no tenga cabida en los demás establecimientos”. Si bien concluir que el cierre del establecimiento responde al supuesto previsto por la norma representa una cuestión típicamente fáctica que cada sentenciante deberá evaluar de acuerdo a las probanzas arrimadas a la causa, se advierte que el argumento dado por el inferior se aparta de tales parámetros, y sin dejar lugar a dudas de que el establecimiento de la demandada en la que el actor ejercía su función sindical había sido efectivamente cerrado, acoge al rubro reclamado invocando la obligación del accionado de reubicar a aquel en otro establecimiento. Sin embargo dicho razonamiento sólo sería admisible si se tratara del cierre del establecimiento con traslado del personal a otro/s de la misma empresa, lo que no ha sido denunciado por el actor ni surge de las constancias de autos, o bien si de las circunstancias que rodearon tal decisión se desprende que la medida fue utilizada para dejar sin efecto la garantía de estabilidad del art. 50 de la Ley 23.551. No es posible concluir esto último sin arriesgar una calificación forzada y arbitraria de la conducta del empleador, atento que en la absolución de posiciones (fs. 383 vta.) el demandado justificó la decisión adoptada en las exigencias del mercado, la reestructuración de la empresa, la operatividad de la misma, etc., a lo que debe sumarse que únicamente contaba con dos empleados, lo que da muestras de la objetividad de la medida, en cuanto que esta circunstancia no justificaba su permanencia en la provincia. “La protección legal de los dirigentes, representantes, candidatos y otros sujetos comprendidos en el ámbito personal de la tutela sindical no es absoluta en sus alcances; ha sido limitada para compatibilizarla con los derechos e intereses que el legislador ha considerado necesario garantizar a la parte empleadora y que refieren al ejercicio legítimo de las facultades o poderes (de dirección, de organización, disciplinario) del titular de la empresa, o incluso en situaciones en que está en juego la subsistencia de la misma…” (Ob. y Autor citados - pág. 474). En definitiva el cierre del depósito responde a causas objetivas, al ejercicio de las prerrogativas otorgadas por la ley  y no evidencia palmariamente fraude a la ley por parte del empleador. Lo argumentado por el a-quo sobre la existencia de otros establecimientos y la posibilidad de reubicar al actor en ellos, se encuentra fuera del marco dentro del cual la norma adquiere sentido y del fin que la misma persigue. Evidencia en definitiva una decisión alejada de la disposición legal aplicable al caso y no una interpretación de los hechos con la consecuente subsunción de los mismos en los supuestos en ella previstos. A más de ello lo sostenido por el sentenciante “el cierre de un establecimiento no produce el cese de la estabilidad de los representantes gremiales de ese establecimiento”   representa claramente  un apartamiento de lo dispuesto expresamente por la norma (art. 51 de la Ley 23.551) cuya vulneración se denuncia. En consecuencia, la casación debe ser acogida en este punto...”.
